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Consecutivo: P5-2019-03-CF-02
Bogotá, D.C., 1 de abril de 2019
Doctor: 

OSCAR HUMBERTO RAMÍREZ CARDONA 
Magistrado Tribunal Superior de Distrito Judicial de Bogotá

Sala Civil Especializada en Restitución de Tierras 

La ciudad.

RADICACIÓN: 73001-31-21-002-2016-00211-01

SOLICITANTE: Cecilia Garzón de Terríos
OPOSITORES: Nidia Amparo Cardona Díaz y otros
PREDIOS: Casa lote ubicada en la carrera 4 No. 49-35 y Lote Bodega ubicado en la carrera 4 H No. 27-85 del municipio de Ibagué – Tolima- 
En mi calidad de Procuradora Quinta Judicial II para Restitución de Tierras, con fundamento en el numeral 7º del artículo 277 de la Constitución Política, en concordancia con el numeral 1° del artículo 24, el numeral 2 del artículo 38 y el artículo 45 del Decreto 262 de 2000 y con el literal d) del artículo 86 de la Ley 1448 de 2011, comedidamente me dirijo ante su despacho con el fin de presentar CONCEPTO FINAL en relación con la solicitud de restitución de tierras de la referencia.

ANTECEDENTES

La Unidad Administrativa Especial de Gestión de Restitución de Tierras Despojadas – UAEGRTD - como apoderada judicial de la señora Cecilia Garzón de Terríos, ejerció la acción de restitución de tierras con las siguientes 
PRETENSIONES:
-. Que se ordene la restitución jurídica y material en favor de la señora Cecilia Garzón de Terríos y de los herederos de su cónyuge, Jaime Terríos Sandoval, de los siguientes predios: 

a) Casa lote ubicada en la carrera 4 No. 49-35 del municipio de Ibagué – Tolima-, identificada con el folio de Matrícula Inmobiliaria número 350-48770 y cédula catastral 01-08-0143-0009-000.
b) Lote - Bodega ubicado en la carrera 4H No. 27-85 del municipio de Ibagué – Tolima -, identificado con el folio de Matrícula Inmobiliaria número 350-39206 y cédula catastral 01-05-0057-0012-000. 

- Que se dé aplicación a la presunción contenida en el numeral primero del Artículo 77 de la ley 1448 de 2011, respecto de los mencionados inmuebles, al darse la hipótesis de que el comprador de los mismos fue condenado por narcotráfico. 
Que se declare la inexistencia de la venta realizada por el señor Jaime Terrios Sandoval (Q.E.P.D) a Inversiones Ganaderas la Granja Ltda, mediante Escritura Pública No. 6709 del 10 de diciembre de 1993 anotada al Folio de Matrícula Inmobiliaria No 350-48770.
Que se declare la inexistencia de la venta realizada por la señora Cecilia Garzón de Terríos al señor Salvador Rodríguez, por tratarse de una venta simulada, realizada, mediante Escritura Publica No. 2530 de fecha 26 de agosto de 1993, Que igualmente se declare la inexistencia de la venta realizada entre los señores Salvador Rodríguez y Lorenzo Silva con la sociedad Inversiones Ganaderas La Granja Ltda, mediante Escritura Pública No. 440 de fecha 4 de noviembre de 1994, registradas en el Folio de Matrícula Inmobiliaria 350-39206. 

Que se ordene a la Oficina de Registro de Instrumentos Públicos del Círculo Registral de Ibagué – Tolima - inscribir la sentencia y cancelar todo antecedente registral posterior al despojo jurídico y material, contrario a la restitución. Así como la inscripción de las medidas de protección patrimonial previstas en la Ley 387 de 1997.

Que se ordene al Instituto Geográfico Agustín Codazzi (IGAC)/Catastro de Ibague, la actuación catastral correspondiente.

Que se condene en costas a la parte vencida. 

Que se atienda con prelación el trámite iniciado, ya que se trata de una mujer víctima del conflicto armado interno.

Que se vinculen a los señores Roque Alirio Labrado y Nidia Amparo Cardona Díaz quienes se hicieron presentes en la etapa administrativa a través de abogado, así como a los señores Diana María Librado Cardona, Cristina Isabel Librado Cardona y Mauricio Andrés Librado Cardona.
Que se ordene a las entidades que hacen parte del Sistema Nacional de Atención y Reparación de Víctimas (SNARIV) integrar a la Solicitante y a su núcleo familiar a la oferta institucional del Estado en materia de reparación integral, y en general que se les otorguen todas las medidas necesarias para el goce efectivo de su derecho fundamental a la restitución de tierras.

Que se ordene al Centro de Memoria Histórica, que preserve la información de los hechos acaecidos en el caso que nos ocupa realizando los actos recordatorios necesarios.

Que se ordene la condonación de las sumas que se hayan causado por concepto de impuesto predial, otros impuestos, tasas y contribuciones, desde la ocurrencia de los hechos victimizantes hasta el momento en el que se profiera la sentencia, respecto a los predos solicitados en restitución. 

Que se ordene al Fondo de la UAEGRTD aliviar las deudas que por concepto de servicios públicos posea la Accionante, que guarden relación con los predios a restituir, por los periodos correspondientes al tiempo trascurrido entre la fecha de los hechos victimizantes y la sentencia que ordene la restitución. 

Como fundamento fáctico se narran los siguientes 

HECHOS:

Señala la Solicitante, a través de su apoderada judicial:

Que ella y su esposo Jaime Terrios Sandoval (Q.E.P.D) son oriundos del departamento de Caquetá, y que hacia el año 1984 su esposo recibió amenazas que los obligaron a abandonar una casa que tenían en el barrio Torasso del municipio de Florencia Caquetá-  y una finca ubicada en la vereda Santo Domingo del mismo municipio.

Que posteriormente en el año 1985 su esposo es obligado a venderle la finca al señor Leonidas Vargas Vargas, desplazándose hacia la ciudad de Neiva, permaneciendo allí durante dos años. Tiempo durante el cual continuaron las amenazas. Que por esta razón en el año 1987 se trasladaron a la ciudad de Ibagué - Tolima - donde inician negocio de venta de carne y curtiembres, para lo cual solicitaron préstamos bancarios.

Que en la ciudad de Ibagué adquirieron los siguientes inmuebles:

-. Una Casa - Lote ubicada en el barrio Piedra Pintada del municipio de Ibagué – Tolima -, la cual compró el señor Jaime Terrios Sandoval (Q.E.P.D) a la sociedad Inversiones El Danubio Limitada, donde construyeron una casa de seis habitaciones, sala comedor, cocina, garage y jardín, la cual se identifica con el Folio de Matrícula Inmobiliaria No 350-48770
-. Lote – Bodega, ubicado en el barrio Hipódromo del municipio de Ibagué – Tolima, identificado con el Folio de Matrícula Inmobiliaria número 350- 39.206, el cual compró la Solicitante en común y proindiviso con el señor Lorenzo Silva Rojas, mediante escritura pública número 282 del 3 de febrero de 1993, la cual no se hizo nombre del señor Jaime Terríos para evitar que dicho bien les fuera despojado. 
Que en el año de 1993 el señor Leonidas Vargas Vargas hace contacto con el señor Jaime Terríos Sandoval (QEPD), y le dice que debe colaborarle con un hijo para que trabaje con él en el negocio del narcotráfico. Que al no acceder a su petición lo obliga a transferir la propiedad de la casa ubicada en el barrio Piedra Pintada a la sociedad Inversiones Ganaderas la Granja Limitada.

Que después de que su esposo fue obligado a transferir la casa, para evitar que se le despojara también de la bodega, la Demandante transfirió su derecho de dominio sobre la bodega, a través de un contrato simulado, al señor Salvador Rodríguez.

Que cuando el señor Vargas Vargas se entera de la existencia de este bien, los obliga a transferir el derecho de dominio a la sociedad Inversiones Ganaderas la Granja Limitada, Por lo que previamente le cancelaron al señor Lorenzo Silva Rojas el valor de su parte.
Que el señor Jaime Terrios Sandoval (Q.E.P.D) falleció por muerte natural el 8 de febrero del año 2009. 

Que la Fiscalía Delegada Ante la Unidad Nacional para la Extinción del Derecho Dominio y Contra el Lavado de Activos, a través de la Resolución de noviembre 1998 dispuso el inicio del trámite de extinción del derecho de dominio respecto de los bienes radicados en cabeza del señor Leonidas Vargas Vargas, de sus familiares y colaboradores y de las sociedades conformadas por ellos.
Que mediante fallos del 26 de agosto y y 30 de diciembre de 2004 proferidos por el Juzgado Primero Penal del Circuito Especializado de Extinción de Dominio de Bogotá y el Tribunal Superior de Bogotá declararon que los bienes de la sociedad Inversiones Ganaderas la Granja Limitada y los de Leonidas Vargas Vargas deberían hacer parte de la liquidación adelantada por la Dirección Nacional de Estupefacientes.
Que al Lote - Bodega le fue extinguido el dominio de sus propietarios por sentencia del Juzgado Regional de Medellín, confirmada por Tribunal Superior del Distrito Judicial de Bogotá

FUNDAMENTOS DE DERECHO

La apoderada judicial de la Demandante, después de analizar el marco jurídico que corresponde a la figura de la restitución de tierras, llega a la conclusión de que en el presente caso concurren los presupuestos exigidos por la Ley 1448 de 2011 para que se reconozca a la señora Cecilia Garzón de Terríos y a los herederos del señor Jaime Terríos Sandoval (QEPD) el derecho a la restitución de los predios, antes identificados.
Con ocasión de la demanda presentada se desplegó la siguiente,

ACTUACIÓN PROCESAL

El Juzgado Segundo Civil del Circuito Especializado en Restitución de Tierras de Ibagué, admitió la demanda mediante auto del 6 de diciembre de 2016 y ordenó las notificaciones del caso. Igualmente vinculó a los señores Nidia Amparo Cardona Díaz, Roque Alirio Librado, Cristina Isabel Librado Cardona, Diana María Librado Cardona, y Mauricio Andrés Librado Cardona. Por auto del 10 de agosto de 2017 se decretaron pruebas; una vez practicadas se remitió el expediente al Tribunal Superior de Distrito Judicial de Bogotá- Sala Civil Especializada en Restitución de Tierras, el que, lo devolvió con el fin de que se practicara diligencia de inspección judicial sobre el Lote Bodega, ubicado en la carrera 4H No. 27- 85. Por auto del 2 de marzo de 2018 el Juzgado Segundo Civil Especializado en Restitución de Tierras de Ibagué dio cumplimiento a lo ordenado por el Tribunal. Por auto del 23 de julio de 2018 el Juzgado remite nuevamente el expediente al Tribunal, quien avocó conocimiento y decretó pruebas de oficio. Recaudadas las pruebas decretadas corrió traslado para alegar de conclusión mediante auto de fecha 19 de marzo de 2019. 
OPOSICIÓN 
Se presentó oposición únicamente respecto de la casa ubicada en la carrera 4 No. 49 35, barrio Piedra Pintada del municipio de Ibagué – Tolima –.

Así pues, enterados de la solicitud de restitución de tierras presentada por la señora Cecilia Garzón de Terríos, los señores Nidia Amparo Cardona Díaz, Cristina Isabel Librado Cardona, Diana María Librado Cardona, y Mauricio Andrés Librado Cardona, a través de apoderado judicial, contestaron la demanda oponiéndose a las pretensiones de la Accionante y presentando las siguientes excepciones de mérito:

FALTA DE PRUEBA SUMARIA DE LAS CALIDADES INVOCADAS.
El apoderado de los Opositores se refiere a las condiciones establecidas en el Artículo 3° de la Ley 1448 de 2011 para que una persona sea considerada víctima, y señala que en el caso del señor Jaime Terríos Sandoval (QEPD) no se cumplen estos requisitos por cuanto no fue ni ha sido sometido a violencia sistemática o a actuaciones que constituyan violación al Derecho Internacional Humanitario o a los Derechos Humanos en el marco del conflicto armado interno.

Sostiene el apoderado de los Opositores:

Que para la fecha de enajenación de la casa ubicada en carrera 4 No 49-35, identificada con el Folio de Matrícula Inmobiliaria número 350-48770 el señor Jaime Terrios Sandoval (Q.E.P.D) era conocido como ganadero y proveedor de carnes para las plazas de mercado de Ibagué, en especial para la plaza de la 28, y que para el año de 1993 firmó un contrato de concesión para la venta de carnes en el supermercado de Confenalco, el cual ejecutó al menos hasta el mes de octubre del año 1995.
Que surge duda acerca de por qué si el inmueble se encuentra ubicado en la ciudad Ibagué el señor Jaime Terrios Sandoval (Q.E.P.D) tuvo que trasladarse a Bogotá para suscribir la escritura de venta, en la cual se dejó constancia del pago del precio correspondiente al avalúo catastral.
Que no se observa ningún vicio del consentimiento para concluir que se hubiera actuado bajo amenaza de violencia.

Que la sociedad compradora para la fecha de suscripción del contrato de compraventa no se encontraba impedida para realizar el negocio jurídico; que estaba amparada por la presunción de legalidad y no presentaba investigación en su contra o que se tuviera como empresa fachada del narcotráfico.
Que la presunción de buena fe no sólo se debe aplicar para la Demandante, Sino también para las transacciones respecto del predio que se solicita restitución. Que no es suficiente con aducir calidad de despojado, sino que debe demostrarse una causa ilícita, un objeto ilícito o cualquier vicio del consentimiento como el error, la fuerza o el dolo.

Que si se observa la actividad comercial ejercida por el señor Jaime Terríos Sandoval se advierte que la venta de la casa que se pide en restitución no obedeció a violencia, sino a malos negocios, pues el señor Terríos Sandoval tuvo relación contractual con Confenalco como consta en la causa penal número 1995-0087-00 seguida en su contra en el Juzgado Segundo Penal del Circuito de Ibagué, en la que se le impuso, en sentencia el 31 de mayo de 1999 pena de prisión de 36 meses y multa de $500.000, y pagar la suma de $13’000.000 como perjuicios materiales. Sentencia que en ninguno de sus apartes lleva a concluir que tuviese calidad de desplazado.
Que no todos los negocios realizados por los narcotraficantes eran con intimidación. Que por el contrario muchas personas vieron la posibilidad de realizar con ellos negocios con ganancias exorbitantes.

ACTIVIDADES LÍCITAS DE LA FAMILIA LIBRADO CARDONA
Afirma el apoderado de los Opositores:

Que los señores Nidia Amparo Cardona Díaz y Roque Alirio Librado Lugo obtuvieron el dinero para la compra de la casa pedida en restitución con el retiro parcial de cesantías del Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio - Regional de Ibagué.
Que su actividad económica nunca estuvo ligada a la violencia y menos a adquirir bienes producto de despojo o desplazamiento de personas.

INEXISTENCIA DE DAÑO ALGUNO CON LA VENTA DEL BIEN POR PAGO DEL JUSTO PRECIO
Indica el apoderado de los Opositores:

Que el señor Jaime Terrios Sandoval (Q.E.P.D) compró a la sociedad Inversiones El Danubio Limitada,  por Escritura Pública número 588 el 19 de marzo de 1987  la casa que se pide el restitución y que constituyó hipotecas sobre la misma, mediante escrituras números 2429 el 23 de septiembre de 1988 y 2290 del 4 de agosto de 1993, por los valores de 7.000.000 y $15´000.000, y que mediante escritura pública número 6709 del 10 de diciembre de 1993 la vendió a la sociedad Inversiones Ganaderas la Granja Limitada por valor de $13.400.000. 
Que las hipotecas fueron canceladas por el señor Jaime Terríos Sandoval (QEPD) por valor de $22’000.000, de donde surge la pregunta de, si estaba siendo coaccionado para el traspaso del bien, porqué canceló estas obligaciones, y aún más, por un valor superior al avalúo catastral. Por lo que se concluye que el inmueble no fue vendido por un valor irrisorio como se dice la demanda.

TEMERIDAD O MALA FE
Indica el apoderado de los Opositores:

Que hubo mala fe por parte de la Demandante al ocultar datos importantes como el hecho de que el señor Jaime Terrios Sandoval (Q.E.P.D) para la época en que se dice que fue despojado de los inmuebles, se encontraba en problemas económicos y que por esto tuvo que enajenarlos.

Que el actuar de los narcotraficantes no es despojar a la gente de sus inmuebles, sino por el contrario, adquirirlos a altos precios.

BUENA FE EXENTA DE CULPA.
Afirma el apoderado de los Opositores:

Que el inmueble (casa) pedido en restitución fue adquirido por los señores Diana María, Mauricio Andrés y Cristina Isabel Librado Cardona por compra al señor Saúl Hernández Gil a través de la escritura pública número 457 del 12 de marzo de 2010 en la cual también se constituyó derecho real de usufructo a favor de los señores Roque Alirio Librado Lugo y Nidia Amparo Cardona Díaz.
Que el precio pagado por el inmueble fue la suma de $110.000.000 los cuales se cancelaron así: $80’000.000 con el producto de las cesantías parciales reconocidas a la señora Nidia Amparo Cardona Díaz, $39.541.000 con el producto de las cesantías definitivas del señor Roque Alirio Librado Lugo y $9.141.000 adicionales como indemnización por la demora en el desembolso de las cesantías.
Que la buena fe exenta de culpa de los propietarios actuales consiste en la forma como obtuvieron el derecho dominio y la procedencia del dinero con el cual cancelaron el valor.

Solicita el apoderado de los Opositores que en caso de que se acceda a las pretensiones de la demanda se les cancele a los señores Roque Alirio Librado Lugo, Nidia Amparo Cardona Díaz, Cristina Isabel Librado Cardona, Diana María Librado Cardona, y Mauricio Andrés Librado Cardona como compensación, la suma de $503.547.000, de acuerdo con el avalúo que se aportó con la contestación de la demanda.
Por lo anterior, a juicio de esta procuraduría se presentan los siguientes problemas jurídicos:
PROBLEMA JURÍDICO PRINCIPAL
Establecer si, como lo afirma la Accionante, en el caso que nos ocupa concurren los presupuestos señalados en el Artículo 75 de la Ley 1448 de 2011 para que se ordene la restitución de tierras en relación con los predios referidos en la demanda.
Problema Jurídico Asociado

Si los señores Roque Alirio Librado Lugo, Nidia Amparo Cardona Díaz, Cristina Isabel Librado Cardona, Diana María Librado Cardona, y Mauricio Andrés Librado Cardona, quienes fueron admitidos como opositores en el proceso de la referencia demostraron buena fe exenta de culpa, y por ende, deben reconocérseles los derechos que de tal condición se derivan.
Requisito de Procedibilidad
Antes de emitir concepto en relación con las pretensiones de la demanda advierte esta procuraduría que se cumple con el requisito de procedibilidad en cuanto a que los predios pedidos en restitución fueron registrados en el Registro Único de Tierras Despojadas y Abandonadas a través de la Resolución número RI00605 del 3 de junio de 2016.
Análisis del Caso

El artículo 75 de la Ley 1448 de 2011, establece quiénes son titulares del derecho fundamental de restitución de tierras, en los siguientes términos: 
ARTÍCULO  75. TITULARES DEL DERECHO A LA RESTITUCIÓN. Las personas que fueran propietarias o poseedoras de predios, o explotadoras de baldíos cuya propiedad se pretenda adquirir por adjudicación, que hayan sido despojadas de estas o que se hayan visto obligadas a abandonarlas como consecuencia directa e indirecta de los hechos que configuren las violaciones de que trata el artículo 3º de la presente Ley, entre el 1º de enero de 1991 y el término de vigencia de la Ley, pueden solicitar la restitución jurídica y material de las tierras despojadas o abandonadas forzadamente, en los términos establecidos en este capítulo. 
Así pues, para que surja el derecho a la restitución de tierras consagrado en la Ley 1448 de 2011, es necesaria la existencia de un vínculo con el predio reclamado en restitución, en calidad de propietario, poseedor o explotador de bien baldío con la pretensión de adquirirlo por adjudicación; y que esta relación con el inmueble se haya perdido por despojo o abandono forzado, en razón de hechos constitutivos de infracciones al Derecho Internacional Humanitario o de violaciones graves y manifiestas a las normas internacionales sobre Derechos Humanos, ocurridos en el marco del conflicto armado interno, entre el 1 de enero de 1985 y el término de vigencia de la Ley 1448 de 2011, de los cuales haya sido víctima el solicitante o la persona de quien deriva su derecho.

Dicho en otras palabras, se requiere que la pérdida del vínculo con el predio (por despojo o abandono forzado) que es el DAÑO que se busca reparar con la Acción de Restitución de Tierras (entre otras finalidades de la misma) sea el resultado de una victimización, de las características señaladas en el Artículo 3° de la Ley 1448 de 2011, ocurrida dentro del contexto de un conflicto armado interno, y que este marco de violencia guarde relación de causalidad con los hechos victimizantes.

Del Vínculo con los predios.

En la demanda presentada por la Unidad de Restitución de Tierras en nombre de la señora Cecilia Garzón de Terríos y de los herederos de su esposo, el señor Jaime Terríos Sandoval (QRPD), se solicita la restitución de los siguientes inmuebles:

-. Casa ubicada en la carrera 4 No. 49-35, barrio Piedra Pintada del municipio de Ibagué – Tolima-, distinguida con Folio de Matrícula Inmobiliaria No 350-48770, la cual fue adquirida por el señor Jaime Terríos Sandoval mediante Escritura Pública número 588 del 19 de marzo de 1987 por compra que hizo a la sociedad Inversiones el Danubio Limitada (Anotación No. 02 del folio de Matrícula Inmobiliaria) y vendida (Según anotación No. 7) a la sociedad Inversiones Ganaderas la Granja Limitada por Escritura Pública número 6709 de 10 de diciembre de 1993. 
En consecuencia, se acredita el derecho de dominio que el señor Jaime Terrios Sandoval (Q.E.P.D) tuvo respecto a este inmueble, reclamado restitución.

Así mismo, se tiene que con la demanda se aportó copia del registro civil de defunción del señor Jaime Terríos Sandoval (QEPD), copia de los registros civiles de nacimiento y de las cédulas de ciudadanía de los señores Jaime, Dilia, Abel, Roberto, Carlos Hernán, Ana Beatriz, Melquisedec y Agustín Terríos Garzón. Igualmente, del señor Salvador Terríos Rodríguez y de la señora Cecilia Garzón de Terríos, con lo que se prueba la legitimación de estos en el proceso, como hijos, y la señora Cecilia como esposa del señor Terríos Sandoval.

-. Bodega ubicada en la carrera 4 H No. 27-85, barrio Hipódromo del municipio de Ibagué – Tolima-, distinguida con Folio de Matrícula Inmobiliaria No 350-39206, la cual fue adquirida por la señora Cecilia Garzón de Terríos en común y proindiviso con el señor Lorenzo Silva Rojas mediante Escritura Pública número 282 del 3 de marzo de 1993 por compra al señor Gustavo García Herrera (Anotación No. 10 del folio de Matrícula Inmobiliaria). También aparece en el folio de Matrícula Inmobiliaria la venta que hace de su cuota la señora Cecilia Garzón al señor Salvador Rodríguez, mediante Escritura Pública No. 2530 del 28 de agosto de 1993 (Según anotación No. 11), y posteriormente (Anotación 13) la venta hecha mediante Escritura Pública número 440 del 4 de febrero de 1994 de los señores Lorenzo Silva y Salvador Rodríguez a la sociedad Inversiones Ganaderas la Granja Limitada de la que se indica que era de propiedad del señor Leonidas Vargas Vargas. 
Por lo que, a primera vista se puede pensar que el despojo alegado tendría que predicarse de los señores Salvador Rodríguez y Lorenzo Silva. No obstante, la Solicitante señaló que la parte del predio adquirido por ella había sido vendida de manera simulada al señor Salvador Rodríguez, para evitar el despojo por parte del señor Leonidas Vargas Vargas, quien venía amenazando a su esposo, Jaime Terríos Sandoval. Aseveración a la que se debe dar credibilidad conforme a lo establecido en el artículo 5 de la ley 1448 de 2011.
Ahora bien, en cuanto la cuota que le corresponde al señor Lorenzo Silva Rojas en el predio lote – bodega, reclamado en restitución, lo manifestado en la demanda, en cuanto a que le fue cancelado su valor, no puede ser aceptado, pues esto equivale a una compra sobre bien inmueble, que no admite otra prueba que la escritura pública de compraventa, la cual no aparece el proceso. Por lo que, entiende esta Procuraduría que el derecho reclamado por la señora Cecilia Garzón se circunscribe a la parte del predio que esta adquirió mediante Escritura Pública No. 282 del 3 de marzo de 1993.
Así pues, en el asunto bajo estudio está comprobado, conforme a los folios de matrícula inmobiliaria allegados al proceso, el derecho de dominio ejercido por el señor Jaime terríos Sandoval (QEPD) sobre el predio Casa Lote, identificada con el folio de matrícula inmobiliaria No. 350--48770, y de la señora Cecilia Garzón de Terríos, en común y proindiviso, sobre el Lote Bodega distinguido con el folio de Matrícula Inmobiliaria No 350-39206.

También se acreditó en el proceso, con los correspondientes registros civiles de nacimiento de los señores Jaime Terríos Garzón, Dilia Terríos Garzón, Abel Terríos Garzón, Roberto Terríos Garzón, Carlos Hernán Terríos Garzón, Ana Beatriz Terríos Garzón, Melquisedec Terríos Garzón, Agustín Terríos Garzón y Salvador Terríos Rodríguez su calidad de herederos del señor Jaime Terríos Sandoval (QEPD), así como la condición de esposa del señor Jaime Terríos Sandoval, de la Cecilia Garzón de Terríos.
Del conflicto armado interno y la condición de víctima.
Establecido el cumplimiento de los requisitos de procedibilidad y legitimación en la causa, corresponde analizar si se dan las condiciones consagradas en la Ley 1448 de 2011 para el reconocimiento del derecho de restitución de tierras a la Accionante y a los herederos del señor Jaime Terríos Sandoval respecto de la casa ubicada en la carrera 4 No. 49-35 y de la bodega ubicada en la carrera 4H No. 27-85 del municipio de Ibagué – Tolima 

Señala el Artículo 75 de la Ley 1448 de 2011, como se indicó anteriormente, que para que surja el derecho a la restitución de tierras se requiere que se haya perdido el vínculo con el predio por abandono por desplazamiento forzado, o por despojo material o jurídico a causa del conflicto armado interno.
Entonces, para establecer si una persona ha sido víctima del conflicto armado interno, lo primero que hay que comprobar es la existencia de un contexto de violencia.
En el caso que nos ocupa tenemos que se allegó al proceso el documento denominado Contexto de Violencia, elaborado por la Unidad de Restitución de Tierras en el que se señala el actuar de los grupos armados ilegales que operaban en el departamento del Tolima, y en especial en el municipio de Ibagué, el cual constituye prueba fidedigna, de acuerdo con lo establecido en el Artículo 89 de la Ley 1448 de 2011. Además, es un hecho notorio la violencia que se vivió en ese departamento y en otros sectores del país.
Se señala en el documento de contexto elaborado por la Unidad de Restitución de Tierras, que actualmente el Tolima hace parte de la zona de influencia del Comando Conjunto Central Adán izquierdo de las FARC al mando de alias Iván Ríos. Que esta estructura está conformada por los frentes 21, con área de influencia en el sur de la región, concretamente en el Cañón de las Hermosas y el Río Davis; 25 que  actúa en las estribaciones de la Cordillera Oriental en límites con Cundinamarca; 50,  hace presencia desde el eje cafetero hacia la zona centro hasta Ibagué; las compañías Tulio Varón, hace presencia en la zona Norte; Joselo Lozada, actúa principalmente en Ataco, Ortega, Rovira, Planadas y Río Blanco y las columnas móviles Héroes de  Marquetalia, actúan entre Planadas, Ataco y Río Blanco  Jacobo Prías Alape, hace presencia en Alvarado, Venadillo y Anzoátegui, Santa Isabel, Murillo, Herveo, Villahermosa, Palocabildo y zona rural de Ibagué,  y Daniel Aldana, actuó en el sur occidente.

También se afirma en el documento de contexto que las FARC cuentan con las Milicias Bolivarianas en Ibagué, la Escuela de Formación Político Militar Hernán Murillo Toro en el sur del Tolima y la Comisión Manuelita Sáenz, de apoyo logístico y de inteligencia urbana.

Se indica respecto al ELN que su influencia se ha dado a través del frente Bolcheviques del Líbano, en Líbano, Herveo, Casa Bianca, Villahermosa, Palo Cabildo y Falan, y que se encuentra compuesto por tres comisiones: Guillermo Ariza, Armando Triviales, y Héroes 20 de Octubre, y que en Ibagué opera la Regional Gilberto Guarín.

En cuanto a los paramilitares, indica el documento de Contexto de Violencia que hacían presencia en el departamento del Tolima, antes de su desmovilización en el marco de las negociaciones de paz, el frente Omar y Sasha de las Autodefensas Campesinas del Magdalena Medio y el Bloque Tolima. 
Ahora bien, según afirma la Solicitante, su esposo fue víctima de amenazas por parte del señor Leonidas Vargas Vargas desde el año 1984 cuando el señor Terríos Sandoval vivía junto con su familia en el municipio de Florencia – Caquetá -, obligándolo a transferirle el derecho de dominio de una finca de 42 hectáreas, ubicada en la vereda Santo Domingo del municipio de Florencia. Sostiene también que las amenazas continuaron a pesar de haberse desplazado con su núcleo familiar a la ciudad de Neiva y posteriormente a Ibagué en donde adquirieron los inmuebles pedidos en restitución, y que les fueron despojados, según afirma, por el señor Leonidas Vargas Vargas.
Los opositores cuestionan la calidad de víctima del esposo de la Demandante, pues afirman que el señor Terríos Sandoval, para la época en que se dice que se produjo el despojo, tenía un contrato con CONFENALCO, que se prorrogó hasta el año 1995, y que además fue condenado a pena de prisión por el Juzgado Segundo Penal del Circuito de Ibagué, y que ningún aparte de la sentencia permite concluir que tuviese calidad de desplazado.
Aquí es importante señalar que los argumentos esgrimidos por el apoderado de los opositores no alcanzan a desvirtuar la presunción que la Ley 1448 de 2011 establece en favor de quienes afirman ser víctimas de la violencia en el País, no solo porque en el caso particular se trata de una presunción de derecho, sino porque los señores Salvador Terríos Rodríguez, Cecilia Garzón de Terríos, Roberto Terríos Garzón y Jaime Terríos Garzón que declararon en la etapa administrativa y en el proceso son contestes en señalar las amenazas de que fue víctima el señor Jaime Terríos desde que residía en el municipio de Florencia, en donde, se afirma que también tuvo que vender una finca al señor Leonidas Vargas Vargas. 
Así mismo, surge la duda de por qué habría de desplazarse el señor Terríos y su familia, del municipio de Florencia a Ibagué para continuar con el negocio de la ganadería, si como lo afirma el señor Salvador Rodríguez allí le estaba yendo muy bien. O de no ser cierta la afirmación del testigo, porqué continuar en Ibagué con un negocio en el cual no estaba obteniendo los resultados esperados.

También resulta interesante el hecho de que el señor Jaime Terríos adquiere la casa ubicada en la carrera 4 No. 49-35 del municipio de Ibagué el 19 de marzo de 1987, constituyendo dos hipotecas sobre dicho inmueble; que su esposa Cecilia Garzón de Terríos el 3 de febrero de 1993 compra el lote – bodega ubicado en la carrera 4H No. 27-85, y en el folio de matrícula inmobiliaria no se refleja que con el mismo se haya garantizado deuda alguna, lo que hace pensar, en cierta solvencia económica de la familia Terríos Garzón. No obstante, apenas seis meses más tarde (28 de agosto de 1993) la señora Cecilia vende la bodega al señor Salvador Rodríguez, quien a su vez, el 4 de febrero de 1994, junto con el señor Lorenzo Silva Rojas transfieren el derecho de dominio a la sociedad Inversiones Ganaderas la Granja Ltda, la cual, como quedó demostrado con el fallo de 11 de septiembre de 1995 del Juzgado Regional de Medellín, era una empresa fachada, de propiedad del señor Leonidas Vargas Vargas.

Por lo que considera esta agente del Ministerio Público que no le asiste razón al apoderado de los opositores en cuanto a la excepción que denominó Falta de Prueba Sumaria de las calidades invocadas.
Ahora bien, si los argumentos que se esbozan no fueren suficientes para lograr el convencimiento de que en el caso que nos ocupa estamos frente a un despojo jurídico de los bienes pedidos en restitución, por parte del señor Leonidas Vargas Vargas, el Legislador zanja la discusión al consagrar como presunción de derecho lo siguiente:
ARTÍCULO 77. PRESUNCIONES DE DESPOJO EN RELACIÓN CON LOS PREDIOS INSCRITOS EN EL REGISTRO DE TIERRAS DESPOJADAS. En relación con los predios inscritos en el Registro de Tierras Despojadas y Abandonadas Forzosamente se tendrán en cuenta las siguientes presunciones:

1. Presunciones de derecho en relación con ciertos contratos. Para efectos probatorios dentro del proceso de restitución, se presume de derecho que existe ausencia de consentimiento, o causa ilícita, en los negocios y contratos de compraventa o cualquier otro mediante el cual se transfiera o se prometa transferir un derecho real, la posesión u ocupación sobre el inmueble objeto de restitución, celebrados durante el periodo previsto en el artículo 75, entre la víctima de este, su cónyuge, compañero o compañera permanente, los familiares o mayores de edad con quienes conviva, sus causahabientes con las personas que hayan sido condenadas por pertenencia, colaboración o financiación de grupos armados que actúan por fuera de la ley cualquiera que sea su denominación, o por narcotráfico o delitos conexos, bien sea que estos últimos hayan actuado por sí mismos en el negocio, o a través de terceros. La ausencia de consentimiento en los contratos y negocios mencionados en este numeral genera la inexistencia del acto o negocio de que se trate y la nulidad absoluta de todos los actos o negocios posteriores que se celebren sobre la totalidad o una parte del bien.

Entonces, en el caso que se estudia vemos que está probado en el proceso, y además es un hecho notorio que el señor Leonidas Vargas Vargas fue condenado por el delito de narcotráfico. Igualmente, está demostrado que los bienes inmuebles pedidos en restitución fueron transferidos a la sociedad Inversiones Ganaderas la Granja Ltda, empresa fachada del reconocido narcotraficante. Por lo que, como lo indica la norma transcrita, las ventas realizadas a la referida sociedad sobre dichos predios son inexistentes a la luz de nuestro ordenamiento jurídico, y los actos posteriores sobre los mismos están viciados de nulidad absoluta.
Aquí vale la pena recordar que la Accionante señala que la venta que hizo al señor Salvador Rodríguez fue simulada y que perseguía únicamente esconder este bien para que no le fuera despojado, es decir, que estuvo motivada por el temor no al comprador, pero sí a quien con posterioridad la adquirió, que fue el señor Vargas Vargas, a través de Inverganaderas Ltda. Así, pues se estima que se debe declarar tal simulación y entender que el despojo lo sufrió la señora Cecilia Garzón de Terríos, como propietaria de dicho inmueble.

Por lo anteriormente expuesto esta Agencia del Ministerio Público estima que concurren los presupuestos señalados en la Ley 1448 e 2011 para el reconocimiento del derecho fundamental de restitución de tierras a la señora Cecilia Garzón de Terríos y a los señores Jaime Terríos Garzón, Dilia Terríos Garzón, Abel Terríos Garzón, Roberto Terríos Garzón, Carlos Hernán Terríos Garzón, Ana Beatriz Terríos Garzón, Melquisedec Terríos Garzón, Agustín Terríos Garzón y Salvador Terríos Rodríguez, herederos del señor Jaime Terríos Sandoval (QEPD).
Ahora bien frente a los opositores, se tiene que la figura de la oposición contemplada en la Ley 1448 de 2011 persigue básicamente, salvo que se tache la calidad de víctima del solicitante (caso en el cual se ataca directamente el derecho a la restitución) obtener una compensación por su derecho sobre el predio, para lo cual el opositor deberá aportar las pruebas que acrediten que fue despojado del mismo, que se trata de un tercero adquirente de  buena fe exenta de culpa, o que posee justo título, conforme lo exige el artículo 88 ibídem. 

En el asunto objeto de estudio se tiene que los señores Roque Alirio Librado Lugo, Nidia Amparo Cardona Díaz, Cristina Isabel Librado Cardona, Diana María Librado Cardona, y Mauricio Andrés Librado Cardona afirman que adquirieron la casa ubicada en la carrera 4 No. 49-35 del municipio de Ibagué, de buena fe exenta de culpa, con el producto de la cesantía de los esposos Roque Alirio Librado Lugo y Nidia Amparo Cardona Díaz, como docentes. Que no tuvieron conocimiento de que el predio mencionado hubiere sido despojado. Que además su vendedor es conocido por la familia desde hace muchos años, como una persona honorable. Que aunque revisaron el folio de matrícula inmobiliaria, sostiene la señora Diana Patricia Cardona Díaz en su declaración rendida ante el Juzgado Segundo Civil Especializado en Restitución de Tierras de Ibagué, no encontraron algún dato que les permitiera conocer sobre las actividades de las personas que aparecen en la cadena traditicia.
Sobre la buena fe exenta de culpa la Corte Constitucional en sentencia C-330 de 2016, señaló:
88. De lo anterior pueden extraerse algunas diferencias precisas entre la buena fe simple y la buena fe exenta de culpa. Si bien es cierto que en los dos eventos se parte del supuesto de que la persona obró con lealtad, rectitud y honestidad, la buena fe simple se presume de todas las actuaciones o gestiones que los particulares realizan ante el Estado, de ahí que sea éste quien deba desvirtuarla. Por su parte, la buena fe exenta de culpa exige ser probada por quien requiere consolidar jurídicamente una situación determinada. Así, la buena fe exenta de culpa exige dos elementos: de un lado, uno subjetivo, que consiste en obrar con lealtad y, de otro lado, uno objetivo, que exige tener la seguridad en el actuar, la cual solo puede ser resultado de la realización actuaciones positivas encaminadas a consolidar dicha certeza.

Como se advierte del fragmento de jurisprudencia transcrito, la buena fe exenta de culpa exige el despliegue de actividades tendientes a lograr una seguridad en relación con todos los aspectos que rodean la consolidación del acto jurídico, y en el caso que nos ocupa, si bien es cierto que en el municipio de Ibagué, al igual que en otras regiones del país, se presentaron hechos de violencia por parte de grupos armados ilegales, considera esta representante del Ministerio Público que los señores Nidia Amparo Cardona Díaz, Roque Alirio Librado, Cristina Isabel Librado Cardona, Diana María Librado Cardona, y Mauricio Andrés Librado Cardona no podían saber de la situación de amenaza y despojo jurídico del que había sido víctima el señor Jaime Terríos Sandoval, en relación con la casa ubicada en la carrera 4 No. 49 35 el municipio de Ibagué. Tampoco podían establecer del estudio del folio de matrícula inmobiliaria correspondiente, que la sociedad Inversiones Ganaderas la Granja Limitada era una empresa fachada del narcotraficante Leonidas Vargas Vargas, pues a pesar de que la sentencia que lo condenó por el delito de narcotráfico es de fecha 11 de septiembre de 1995, y que en la misma se dispuso la nulidad del contrato mediante el cual se constituyó la sociedad Inversiones Ganaderas La Granja Ltda, cada una de las decisiones allí tomadas no pueden ser consideradas como un hecho notorio o conocido por toda la sociedad, ya que no es lo mismo saber del señor Leonidas Vargas Vargas que de sus propiedades y empresas fachadas. 

Así pues, considera esta Procuraduría que en el asunto bajo estudio los actuales propietarios de la casa pedida en restitución actuaron con buena fe exenta de culpa. Por ende, tienen derecho a la compensación consagrada en el artículo 91 de la ley 1448 de 2011.
Recapitulación.

La señora Cecilia Garzón de Terríos solicita que se declare en su favor y de los herederos de su esposo, Jaime Terríos Sandoval, la restitución de los inmuebles: Casa ubicada en la carrera 4 No. 49-35 y Bodega ubicada en la carrera 4H No. 27-85 del municipio de Ibagué – Tolima -, argumentando el despojo material y jurídico por parte del señor Leonidas Vargas Vargas, en el marco conflicto armado interno.

De las probanzas recaudadas en el proceso se logró establecer, no solo conforme a la presunción de derecho establecida en el Artículo 77 de la Ley 1448 de 2011, el despojo alegado por la Accionante, y que el mismo se dio en el marco del conflicto armado interno. En consecuencia, al concurrir todos los requisitos contemplados en el artículo 75 de la Ley 1448 de 2011, a juicio de esta procuraduría procede la restitución de tierras solicitada. 
Por ende, de manera respetuosa se solicita reconocer a la señora Cecilia Garzón de Terríos y a los herederos del señor Jaime Terríos Sandoval la restitución de los inmuebles señalados en referencia, precisando que respecto a la bodega, solo en la proporción del derecho de dominio adquirido por la Accionante; ordenar la entrega de los mismos y las medidas necesarias para el efectivo goce de sus derechos.

En cuanto a los opositores, se solicita el reconocimiento de la compensación contemplada en el Artículo 91 de la Ley 1448 de 2011, como opositores de buena fe exenta de culpa,

Atentamente, 
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